
	 	 	
	 	 	

  

REPÚBLICA DEL ECUADOR 
 

MINISTERIO DEL TRABAJO 
 

ACUERDO MINISTERIAL Nro. MDT-2020-265 
 

Abogado Andrés Isch Pérez 
MINISTRO DEL TRABAJO 

 
 

CONSIDERANDO: 
 
Que,  el artículo 14 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce: “(…) el derecho de 

la población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice la 
sostenibilidad y el buen vivir, sumak kawsay”; 

 
Que, el número 2 del artículo 16 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone: “Todas 

las personas, en forma individual o colectiva, tienen derecho a: (…) 2. El acceso universal a 
las tecnologías de información y comunicación”; 

Que,  el artículo 33 de la Constitución de la República del Ecuador, prescribe: “El trabajo es un 
derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de realización personal y base de 
la economía. El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su 
dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un 
trabajo saludable y libremente escogido o aceptado.”; 

 
Que,   el número 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “A las 

ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, les 
corresponde: 1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir 
los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su gestión”;  

 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone: “Las instituciones 

del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las 
personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias 
y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley (...)”; 

 
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “La administración 

pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, 
eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, 
participación, planificación, transparencia y evaluación”; 

 
Que,  el artículo 325 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El Estado 

garantizará el derecho al trabajo. Se reconocen todas las modalidades de trabajo, en 
relación de dependencia o autónomas, con inclusión de labores de autosustento y cuidado 
humano; y como actores sociales productivos, a todas las trabajadoras y trabajadores”; 

 
Que,  el artículo 326, número 2, de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “El 

derecho al trabajo se sustenta en los siguientes principios: (…) 2. Los derechos laborales 
son irrenunciables e intangibles. Será nula toda estipulación en contrario”; 

 
Que,  el artículo 326, número 11, de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El 

derecho al trabajo se sustenta en los siguientes principios: (…) 11. Será valida la 



	 	 	
	 	 	

  

transacción en materia laboral siempre que no implique renuncia de derechos y se celebre 
ante autoridad administrativa o juez competente. (…)”; 

 
Que,  el artículo 389 de la Constitución de la República del Ecuador, prescribe: “El Estado 

protegerá a las personas, las colectividades y la naturaleza frente a los efectos negativos de 
los desastres de origen natural o antrópico mediante la prevención ante el riesgo, la 
mitigación de desastres, la recuperación y mejoramiento de las condiciones sociales, 
económicas y ambientales, con el objetivo de minimizar la condición de vulnerabilidad 
(…)”; 

 
Que,  el artículo 25 de la Ley Orgánica del Servicio Público regula las jornadas legales de trabajo, 

pudiendo ser ordinaria o especial; 
 
Que,  el artículo 23.1. del Código del Trabajo, establece: “El Ministerio del ramo podrá regular 

aquellas relaciones de trabajo especiales que no estén reguladas en este Código, de acuerdo 
a la Constitución de la República”; 

 
Que,  el artículo 539 del Código del Trabajo señala que corresponde al Ministerio del Trabajo la 

reglamentación, organización y protección del trabajo;  
 
Que,  el primer inciso del artículo 17 del Estatuto de Régimen Jurídico y Administrativo de la 

Función Ejecutiva, ERJAFE, determina: “Los Ministros de Estado son competentes para el 
despacho de todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin necesidad de autorización 
alguna del Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes 
especiales”; 

 
Que, a través del Decreto Ejecutivo Nro. 1017, de 16 de marzo de 2020, el Presidente de la 

República del Ecuador declaró el estado de excepción por calamidad pública en todo el 
territorio nacional, por los casos de coronavirus confirmados y la declaratoria de pandemia 
de COVID-19 por parte de la Organización Mundial de la Salud, que representan un alto 
riesgo de contagio para toda la ciudadanía y generan afectación a los derechos a la salud y 
convivencia pacífica del Estado; y dispuso que el estado de excepción rija durante sesenta 
días a partir de la suscripción de este decreto ejecutivo; 

 
Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 1052, de 15 de mayo de 2020, se renovó por treinta días el 

estado de excepción por calamidad pública en todo el territorio nacional, por los casos de 
coronavirus confirmados y número de fallecidos a causa de la COVID-19 en el Ecuador; 

 
Que,  con Decreto Ejecutivo No. 1074, de 15 de junio de 2020, el Presidente Constitucional de la 

República del Ecuador declaró el estado de excepción por calamidad pública en todo el 
territorio nacional, por la presencia de la COVID-19 en el Ecuador y por la emergencia 
económica sobreviviente a la emergencia sanitaria que atraviesa el Estado ecuatoriano; y 
dispuso que el estado de excepción rija durante sesenta días a partir de la suscripción del 
decreto ejecutivo; 

 
Que,   mediante Decreto Ejecutivo Nro. 1091, de 09 de julio de 2020, el Presidente de la República 

del Ecuador, licenciado Lenín Moreno Garcés, designó al abogado Andrés Isch Pérez como 
Ministro del Trabajo;  

 
Que,  con Decreto Ejecutivo No. 1126, de 14 de agosto de 2020, el Presidente de la República del 

Ecuador dispuso la renovación del estado de excepción por calamidad pública, en todo el 



	 	 	
	 	 	

  

territorio nacional, por la presencia de la COVID-19 en el Ecuador, por treinta días a partir 
de la suscripción del decreto, esto es hasta el 13 de septiembre de 2020; 

 
Que,  a través del Acuerdo Ministerial No. 00126-2020, de 11 de marzo de 2020, el Ministerio de 

Salud Pública declaró estado de emergencia sanitaria en todos los establecimiento del 
Sistema Nacional de Salud, en los servicios de laboratorio, unidades de epidemiología y 
control, ambulancias aéreas, servicios médicos y paramédicos, hospitalización y consulta 
externa por la inminente posibilidad del efecto provocado por el coronavirus (COVID-19), y 
prevenir un posible contagio masivo en la población; 

 
Que,  con Acuerdo Ministerial No. 0000001, de 12 de marzo de 2020, el Ministerio de Gobierno y 

el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana dispusieron medidas de 
prevención para evitar la propagación de coronavirus (COVID-19); 

 
Que, a través de Acuerdos Ministeriales No. 00009-2020, publicado en el Registro Oficial Edición 

Especial No. 567 de 12 de mayo de 2020, No. 00024-2020, publicado en el Registro Oficial 
Edición Especial No. 679 de 17 de junio de 2020; y, No. 0044-2020 de 15 de agosto de 2020, 
el Ministerio de Salud Pública modificó el plazo de vigencia de la emergencia sanitaria, 
hasta la expedición del Acuerdo Ministerial No. 00057-2020, publicado en el Registro 
Oficial Edición Especial No. 1005 de 14 de septiembre de 2020, en el cual dipuso la 
extensión de la emergencia sanitaria por el lapso de noventa días, esto es hasta el 13 de 
diciembre de 2020; 

 
Que,  mediante Acuerdo Ministerial No. MDT-2020-076, de 12 de marzo de 2020, el Ministerio 

del Trabajo expidió las “Directrices para la Aplicación de Teletrabajo Emergente Durante la 
Declaratoria de Emergencia Sanitaria”; 

 
Que,  el artículo 2 del citado acuerdo ministerial, determina: “(…) En virtud de la emergencia 

sanitaria declarada, las directrices del presente acuerdo son de aplicación obligatoria para 
las instituciones del sector público, de conformidadal artículo 225 de la Constitución de la 
República del Ecuador; así como, para el sector privado”; 

 
Que,  el artículo 6 del acuerdo ministerial ibídem, señala que el teletrabajo podrá culminar por 

acuerdo de las partes o por finalización de la declaratoria de emergencia sanitaria; 
 
Que,  la disposición general primera del acuerdo ministerial ibídem, dispone: “Una vez finalizado 

el teletrabajo emergente la Unidad de Administración del Talento Humano institucional y/o 
los empleadores del sector privado, realizarán los informes técnicos correspondientes bajo 
los cuales implementaron el teletrabajo emergente”; 

 
Que, la letra c) del número 1.1.1.1. del artículo 10 del Estatuto Orgánico de Gestión 

Organizacional por Procesos, señala como atribución del Ministro del Trabajo: “c) Ejercer 
la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y 
resoluciones administrativas que requiera su gestión”; 

 
Que, según los registros reportados por el sistema de salud pública, los COE nacional y 

cantonales, el número de contagios por COVID-19 se han incrementado en la población 
ecuatoriana; 

 
Que, con la finalidad de precautelar la salud de los servidores públicos y trabajadores del sector 

público, y de los empleados y obreros del sector privado, así como de la ciudadanía en 



	 	 	
	 	 	

  

general, es necesario que cada institución desarrolle un programa de retorno progresivo y 
seguro a las actividades laborales bajo la modalidad presencial, una vez que concluya la 
emergencia sanitaria generada de la pandemia de COVID-19; de tal forma que, los 
empleadores del sector público y privado cuenten con un lapso adecuado, a fin de afrontar 
los problemas logísticos derivados de la reincorporación presencial del personal, así como 
para efectuar un estudio técnico adecuado del personal que pueda mantenerse en teletrabajo 
de manera continua y/o prolongada, procurando la continuidad eficiente en las actividades de 
la institución y/o empresa; 

 
En ejercicio de las atribuciones que le confieren el número 1 del artículo 154 de la Constitución de 
la República del Ecuador, artículo 539 del Código del Trabajo, artículo 130 del Código Orgánico 
Administrativo, artículo 17 del Estatuto de Régimen Jurídico y Administrativo de la Función 
Ejecutiva, 

 
ACUERDA: 

REFORMAR EL ACUERDO MINISTERIAL No. MDT-2020-076, DE 12 DE MARZO DE 
2020, A TRAVÉS DEL CUAL SE EXPIDIÓ LAS DIRECTRICES PARA LA APLICACIÓN  
DE TELETRABAJO EMERGENTE DURANTE LA DECLARATORIA DE EMERGENCIA 

SANITARIA 

Art. 1.- Agréguese la disposición transitoria primera, con el siguiente texto:  

“PRIMERA.- Extiéndase la vigencia del Acuerdo Ministerial No. MDT-2020-076, expedido el 12 de 
marzo de 2020, por el lapso de sesenta (60) días a partir de la terminación de la emergencia 
sanitaria, a fin de que las máximas autoridades institucionales y empleadores del sector privado, a 
través de las unidades de administración del talento humano o quien hiciere sus veces, analicen la 
situación del personal y actividades que ejecutan, para confirmar un retorno programado y seguro a 
la modalidad de trabajo presencial.” 

 
Disposición final- Este acuerdo entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su 
publicación en el Registro Oficial.  
 
Dado en la ciudad San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 13 días del mes de 
diciembre de 2020.  
 
 
 
 
 

Abg. Andrés Isch Pérez 
MINISTRO DEL TRABAJO 

 
 


		2020-12-13T13:02:04-0500
	CARLOS ANDRES ISCH PEREZ




